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Santiago, 24 de julio de 2017.






Por Oficio N° 13.383, el señor Presidente de la H. Cámara de Diputados remitió a esta Corte Suprema el Proyecto de Ley iniciado por moción, que modifica la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, para regular lo concerniente al tendido de cables aéreos, para los efectos dispuestos en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional (Boletín N° 9.511-12).






Impuesto el Tribunal Pleno del proyecto en sesión de 21 de julio del actual, presidida por el subrogante señor Milton Juica Arancibia y con la asistencia de los Ministros señores Sergio Muñoz Gajardo, Patricio Valdés Aldunate y Guillermo Silva Gundelach, señoras Rosa María Maggi Ducommun y Rosa Egnem Saldías, señores Juan Eduardo Fuentes Belmar, Lamberto Cisternas Rocha, Ricardo Blanco Herrera, señora Gloria Ana Chevesich Ruiz, señores Carlos Cerda Fernández, Manuel Valderrama Rebolledo y Arturo Prado Pugo, y ministros suplentes señores Alfredo Pfeiffer Richter y Juan Manuel Muñoz Pardo, acordó informarlo al tenor de la resolución que se transcribe a continuación:

AL SEÑOR FIDEL ESPINOZA SANDOVAL
PRESIDENTE 
H. CÁMARA DE DIPUTADOS

VALPARAÍSO 

 “Santiago, veintiuno de julio de dos mil diecisiete.


Vistos y teniendo presente:

 
Primero: Que para los efectos de lo dispuesto por los artículos 77 de Constitución Política de la República y 16 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se remitió a esta Corte Suprema el Proyecto de Ley iniciado por moción, que modifica la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, para regular lo concerniente al tendido de cables aéreos. Esta iniciativa se ingresó a tramitación legislativa el 19 de agosto de 2014, misma fecha en que pasó a la Comisión de Medio Ambiente y Recursos Naturales que dio cuenta de su primer informe el 20 de junio de 2017. (Boletín N° 9.511-12).
 
Segundo: Que, como fundamento, se expresa que en varias ciudades y comunas del país los postes que llevan las redes de distribución eléctrica no sólo transportan la energía eléctrica domiciliaria y del alumbrado público sino que soportan además, y se muestran atiborrados de cables que pertenecen a las diversas compañías que prestan servicios de telecomunicaciones, muchos de los cuales se encuentran ya en desuso, pudiendo ser calificados como residuos, desechos o escombros de redes eléctricas y de otros servicios de los ya aludidos. Tales redes abandonadas se mantienen en ese estado por el costo económico que significa su retiro, pero sin advertir que su mantención no sólo afecta al medio ambiente por el grado de contaminación del paisaje urbano, obstaculizando apreciar la arquitectura local, sino que además ello constituye una real amenaza de caída de postes y de accidentes para las personas. Explica que la solución óptima empleada en otros países es el soterramiento de cableado cuyo costo se reconoce como muy alto, con el riesgo de que este, costo a la postre, se traspase al usuario. En estas condiciones y existiendo un vacío legal en la Ley N° 18.168 que no regula estos excesos, se plantea como solución la modificación contenida en el Proyecto en examen, para evitar el acopio de cables sin uso;

 
Tercero: Que para la comprensión del texto y su modificación conviene precisar que, en lo que concierne a las postaciones y líneas eléctricas, corresponden éstas a instalaciones de servicio público de distribución de energía eléctrica, entendiéndose que tales instalaciones pertenecen a la empresa eléctrica concesionaria del servicio de distribución aludido, y esta concesionaria a su vez celebra un contrato de arrendamiento del servicio de apoyo en postes de distribución de electricidad con las empresas concesionarias de los servicios de telecomunicaciones. Está entonces por un lado la empresa que proporciona la infraestructura –empresa eléctrica- y por otro, las empresas de telecomunicaciones que hacen uso de aquéllas con el tendido de sus cables;

 
Cuarto: Que en cuanto a su contenido el Proyecto contempla un artículo único por el que se modifica la norma del artículo 18 de la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, lo que se hace por la vía de intercalar, a continuación del inciso segundo, otros cuatro incisos que quedan como: tercero, cuarto, quinto y sexto, pasando el actual tercero a ser séptimo.

En el nuevo inciso tercero se impone a las respectivas empresas concesionarias de los servicios de telecomunicaciones, la obligación de retirar de la vía pública las instalaciones de redes, tales como líneas y cables que no están en uso, en el plazo de tres meses desde que hubieren dejado de prestar utilidad.

El nuevo inciso cuarto dispone que, en el evento de incumplimiento de la obligación anterior, las Municipalidades podrán hacer el retiro a costa del concesionario y, se añade que su cobro se regirá por el artículo 47 de la Ley de Rentas Municipales (Decreto Ley 3.063).

El nuevo inciso quinto impone a las empresas distribuidoras de energía eléctrica el deber de informar a las Municipalidades correspondientes, acerca de los apoyos de los servicios de telecomunicaciones –no se explica si los existentes en general, o si de éstos, sólo los que no estén en funcionamiento-, y todo ello desagregado por empresa, para dar aplicación a lo indicado en el inciso anterior.

Finalmente y como inciso sexto se incorpora el único texto consultado, de acuerdo a cuyo tenor la infracción a lo ordenado en el inciso tercero –que se traduce en incumplir el retiro de los elementos en desuso en el plazo indicado-, será sancionado por el Juez de Policía Local respectivo con una multa de 100 a 1000 UTM a beneficio municipal;

Quinto: Que como es fácil de advertir el texto consultado, inciso sexto del Proyecto, está en íntima relación con el inciso tercero, toda vez que la sanción de multa se establece por la contravención al retiro de escombros en el plazo de tres meses desde que los elementos de que se trata, dejaron de prestar utilidad.


No explica el Proyecto cómo, quién o por qué vía se determinará el cese en el uso, así como tampoco se explica cuál es el medio por el que conocerá del asunto el Juzgado de Policía Local.


Sería importante que se expresara claramente qué entidad determinará que se ha producido el no uso de determinadas líneas o cables, u otros elementos de soporte.
 
Da la impresión que la voluntad legislativa es que las Municipalidades pongan en evidencia los presupuestos de hecho de la infracción de que se trata, requiriendo para ello de informes técnicos de las empresas de suministro de energía eléctrica, informes, de los que no se especifica un cometido claro.


Lo anterior lleva a pensar en un sistema de fiscalización por parte del municipio con miras a establecer si determinados cables están en desuso, siendo de advertir que el órgano técnico especializado al efecto es la Subsecretaría de Telecomunicaciones, así como la Superintendencia de Electricidad y Combustible (SEC) lo es para los efectos de la fiscalización del servicio eléctrico, con la aplicación de sanciones, si fuere del caso.


Por otra parte, si se considerara que el arrendador de la postación y soportes básicos del tendido, esto es, la empresa concesionaria eléctrica, pudiera ser la responsable de la mantención de los apoyos en buenas condiciones, tal opción haría posible que entrara en operatividad todo el sistema ya regulado de fiscalización, investigación e imposición de eventuales sanciones, a cargo de la SEC, órgano técnico altamente capacitado para conocer de esta materia de suyo especifica;

Sexto: Que, finalmente, y aun cuando no se consulta por el inciso cuarto que se intercala al artículo 18 de la Ley en comento, se faculta allí a las Municipalidades para que en el evento de incumplimiento en el retiro de los elementos descritos, proceda a efectuar esta labor el propio ente edilicio a costa del concesionario incumplidor, y se añade que el cobro –que no se explica si es previo, o posterior al retiro, a título de reembolso- se regirá por lo dispuesto en el artículo 47 del Decreto Ley 3.063 sobre Rentas Municipales.


Lo anterior significa dar cabida al procedimiento ejecutivo que específicamente está autorizado en el citado texto para el cobro de patentes, derechos y tasas municipales y a cuyos efectos la propia ley debió otorgar mérito ejecutivo al certificado del secretario municipal, que acredite la deuda;
 
Séptimo: Que en la situación que ocupa este análisis, además de no establecer el proyecto cuál será el título ejecutivo que permita despachar la ejecución, no parece claro que unos supuestos de hecho, de suyos técnicos y especializados, puedan reducirse o contenerse en un título ejecutivo. Sin embargo, de mantenerse la idea de un cobro ejecutivo, es necesario determinar con claridad –a semejanza de lo dispuesto por el artículo 51 del DFL 850-, que se otorgue a un específico instrumento -como en el caso citado- el carácter de título ejecutivo. En el ejemplo, se dispone que la Dirección de Vialidad ordenará hacer un presupuesto “que servirá de título ejecutivo para cobrar su valor”, luego, siguiendo el ejemplo, se preceptúa que “notificado el infractor y obtenidos los fondos, la obra se ejecutará con cargo a éstos”. 

 
Tales precisiones, resultan ser del todo indispensables para la adecuada comprensión del texto, en lo que toca al procedimiento allí indicado.
 
Por estas consideraciones y de conformidad, además, con lo dispuesto en los artículos 77 de la Constitución Política de la República y 18 de la Ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, se acuerda informar en los términos precedentemente expresados el proyecto de ley que modifica la Ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, para regular lo concerniente al tendido de cables aéreos. 


Ofíciese.

 
PL 18-2017”.-
Saluda atentamente a VS.







      
  HUGO DOLMESTCH URRA 








             Presidente 
ALEJANDRO ARRIAZA MACHADO
      Prosecretario interino 
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